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SENTENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Tercera) 

de 21 de octubre de 2010 *

En el asunto C-467/08,

que tiene por objeto una petición de decisión prejudicial planteada, con arreglo al ar-
tículo 234 CE, por la Audiencia Provincial de Barcelona mediante auto de 15 de sep-
tiembre de 2008, recibido en el Tribunal de Justicia el 31 de octubre de 2008, en el 
procedimiento entre

Padawan, S.L.,

y

Sociedad General de Autores y Editores de España (SGAE),

en el que participan:

Entidad de Gestión de Derechos de los Productores Audiovisuales (EGEDA),

*  Lengua de procedimiento: español.
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Asociación de Artistas Intérpretes o Ejecutantes – Sociedad de Gestión de 
España (AIE),

Asociación de Gestión de Derechos Intelectuales (AGEDI),

Centro Español de Derechos Reprográficos (CEDRO),

EL TRIBUNAL DE JUSTICIA (Sala Tercera),

integrado por el Sr. K. Lenaerts, Presidente de Sala, y el Sr. D. Šváby, la Sra. R. Silva de 
Lapuerta y los Sres. E. Juhász y J. Malenovský (Ponente), Jueces;

Abogado General: Sra. V. Trstenjak;�  
Secretaria: Sra. M. Ferreira, administradora principal;

habiendo considerado los escritos obrantes en autos y celebrada la vista el 4 de marzo 
de 2010;
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consideradas las observaciones presentadas:

—	 en nombre de Padawan, S.L., por el Sr. J. Jover Padró, la Sra. E. Blanco Aymerich 
y el Sr. A. González García, abogados;

—	 en nombre de la Sociedad General de Autores y Editores (SGAE), por los 
Sres. P. Hernández Arroyo, J. Segovia Murúa, R. Allendesalazar Corchó y R. Valli-
na Hoset, abogados;

—	 en nombre de la Entidad de Gestión de Derechos de los Productores Audiovisua-
les (EGEDA), por el Sr. J.A. Suárez Lozano y la Sra. M. Benzal Medina, abogados;

—	 en nombre de la Asociación de Artistas Intérpretes o Ejecutantes – Sociedad de 
Gestión de España (AIE), por el Sr. C. López Sánchez, abogado;

—	 en nombre de la Asociación de Gestión de Derechos Intelectuales (AGEDI), por 
el Sr. R. Ros Fernández, procurador, asistido por el Sr. F. Márquez Martín, abogado;

—	 en nombre del Centro Español de Derechos Reprográficos (CEDRO), por la 
Sra. M. Malmierca Lorenzo y el Sr. J. Díaz de Olarte, abogados;
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—	 en nombre del Gobierno español, por el Sr.  J.  López-Medel Bascones y la 
Sra. N. Díaz Abad, en calidad de agentes;

—	 en nombre del Gobierno alemán, por el Sr. M. Lumma y la Sra. S. Unzeitig, en 
calidad de agentes;

—	 en nombre del Gobierno helénico, por las Sras. E.-M. Mamouna y V. Karra, en 
calidad de agentes;

—	 en nombre del Gobierno francés, por el Sr. G. de Bergues y la Sra. B. Beaupère-
Manokha, en calidad de agentes;

—	 en nombre del Gobierno portugués, por los Sres. L. Inez Fernandes y N. Gonçal-
ves, en calidad de agentes;

—	 en nombre del Gobierno finlandés, por la Sra. A. Guimaraes-Purokoski, en cali-
dad de agente;

—	 en nombre del Gobierno del Reino Unido, por la Sra. H. Walker, en calidad de 
agente;

—	 en nombre de la Comisión Europea, por la Sra. L. Lozano Palacios y el Sr. H. Krä-
mer, en calidad de agentes;
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oídas las conclusiones de la Abogado General, presentadas en audiencia pública el 
11 de mayo de 2010,

dicta la siguiente

Sentencia

1 La petición de decisión prejudicial tiene por objeto la interpretación del concepto 
de «compensación equitativa», que figura en el artículo 5, apartado 2, letra b), de la 
Directiva 2001/29/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 22 de mayo de 2001, 
relativa a la armonización de determinados aspectos de los derechos de autor y dere-
chos afines a los derechos de autor en la sociedad de la información (DO L 167, p. 10), 
y que se abona a los titulares de los derechos de autor en concepto de «excepción de 
copia privada».

2 Dicha petición fue presentada en el marco de un litigio entre Padawan, S.L. (en lo 
sucesivo, «Padawan»), y la Sociedad General de Autores y Editores de España (en 
lo sucesivo, «SGAE»), relativo al «canon por copia privada» supuestamente adeuda-
do por Padawan a causa de los CD-R, CD-RW, DVD-R y aparatos de MP3 que ésta 
comercializa.
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Marco jurídico

Directiva 2001/29

3 Los considerandos noveno, décimo, trigésimo primero, trigésimo segundo, trigésimo 
quinto, trigésimo octavo y trigésimo noveno de la Directiva 2001/29 tienen el siguien-
te tenor:

«(9)	 Toda armonización de los derechos de autor y derechos afines a los derechos 
de autor debe basarse en un elevado nivel de protección, dado que tales dere-
chos son primordiales para la creación intelectual. Su protección contribuye 
a preservar y desarrollar la creatividad en interés de los autores, los intérpre-
tes, los productores, los consumidores, la cultura, la industria y el público en 
general. Por lo tanto, la propiedad intelectual ha sido reconocida como una 
parte integrante del derecho de propiedad.

(10)	 Para que los autores y los intérpretes puedan continuar su labor creativa y 
artística, deben recibir una compensación adecuada por el uso de su obra, al 
igual que los productores, para poder financiar esta labor. […]

[…]
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(31)	 Debe garantizarse un justo equilibrio entre los derechos e intereses de las 
diferentes categorías de titulares de derechos, así como entre las distintas ca-
tegorías de titulares de derechos y usuarios de prestaciones protegidas. […]

(32)	 La presente Directiva establece una lista exhaustiva de excepciones y limita-
ciones a los derechos de reproducción y de comunicación al público. Algunas 
de las excepciones o limitaciones sólo se aplican al derecho de reproducción 
cuando resulta pertinente. La lista toma oportunamente en consideración 
las diferentes tradiciones jurídicas de los Estados miembros, y está destinada 
al mismo tiempo a garantizar el funcionamiento del mercado interior. Los 
Estados miembros deben aplicar con coherencia dichas excepciones y limi-
taciones, lo que será comprobado en un futuro examen de las medidas de 
transposición.

[…]

(35)	 En determinados casos de excepciones o limitaciones, los titulares de los de-
rechos deberían recibir una compensación equitativa para recompensarles 
adecuadamente por el uso que se haya hecho de sus obras o prestaciones pro-
tegidas. A la hora de determinar la forma, las modalidades y la posible cuantía 
de esa compensación equitativa, deben tenerse en cuenta las circunstancias 
de cada caso concreto. Un criterio útil para evaluar estas circunstancias sería 
el posible daño que el acto en cuestión haya causado a los titulares de los dere-
chos. Cuando los titulares de los derechos ya hayan recibido una retribución 
de algún tipo, por ejemplo, como parte de un canon de licencia, puede ocurrir 
que no haya que efectuar un pago específico o por separado. El nivel de com-
pensación equitativa deberá determinarse teniendo debidamente en cuenta 
el grado de utilización de las medidas tecnológicas de protección contempla-
das en la presente Directiva. Determinadas situaciones en las que el perjuicio 
causado al titular del derecho haya sido mínimo no pueden dar origen a una 
obligación de pago.

[…]
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(38)	 Debe facultarse a los Estados miembros para que establezcan una excepción o 
limitación al derecho de reproducción en relación con determinados tipos de 
reproducción de material sonoro, visual y audiovisual para uso privado, me-
diante una compensación equitativa. Ello puede suponer la introducción o el 
mantenimiento de los sistemas de retribución para compensar a los titulares 
de los derechos por los perjuicios sufridos. […]

(39)	 Al aplicar la excepción o limitación relativa a la copia privada, los Estados 
miembros deben tener en cuenta el desarrollo económico y tecnológico, en 
particular, en lo relativo a la copia digital privada y a los sistemas de retri-
bución, siempre que existan medidas tecnológicas de protección eficaces. 
Dichas excepciones o limitaciones no deben impedir ni el uso de medidas 
tecnológicas ni su aplicación en caso de elusión.»

4 A tenor del artículo 2 de la Directiva 2001/29:

«Los Estados miembros establecerán el derecho exclusivo a autorizar o prohibir la 
reproducción directa o indirecta, provisional o permanente, por cualquier medio y 
en cualquier forma, de la totalidad o parte:

a)	 a los autores, de sus obras;

b)	 a los artistas, intérpretes o ejecutantes, de las fijaciones de sus actuaciones;
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c)	 a los productores de fonogramas, de sus fonogramas;

d)	 a los productores de las primeras fijaciones de películas, del original y las copias 
de sus películas;

e)	 a los organismos de radiodifusión, de las fijaciones de sus emisiones, con inde-
pendencia de que éstas se transmitan por procedimientos alámbricos o inalám-
bricos, inclusive por cable o satélite.»

5 El artículo 5 de la Directiva 2001/29, titulado «Excepciones y limitaciones», establece 
en su apartado 2, letra b):

«Los Estados miembros podrán establecer excepciones o limitaciones al derecho de 
reproducción contemplado en el artículo 2 en los siguientes casos:

[…]

b)	 en relación con reproducciones en cualquier soporte efectuadas por una persona 
f ísica para uso privado y sin fines directa o indirectamente comerciales, siempre 
que los titulares de los derechos reciban una compensación equitativa, teniendo 
en cuenta si se aplican o no a la obra o prestación de que se trate las medidas tec-
nológicas contempladas en el artículo 6».
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6 El artículo 5, apartado 5, de dicha Directiva dispone:

«Las excepciones y limitaciones contempladas en los apartados 1, 2, 3 y 4 únicamen-
te se aplicarán en determinados casos concretos que no entren en conflicto con la 
explotación normal de la obra o prestación y no perjudiquen injustificadamente los 
intereses legítimos del titular del derecho.»

7 El artículo 6 de la misma Directiva, titulado «Obligaciones relativas a medidas tecno-
lógicas», establece en sus apartados 3 y 4:

«3.  A efectos de la presente Directiva, se entenderá por “medidas tecnológicas” toda 
técnica, dispositivo o componente que, en su funcionamiento normal, esté destinado 
a impedir o restringir actos referidos a obras o prestaciones protegidas que no cuen-
ten con la autorización del titular de los derechos de autor o de los derechos afines a 
los derechos de autor establecidos por ley o el derecho sui generis previsto en el Capí-
tulo III de la Directiva 96/9/CE. Las medidas tecnológicas se considerarán “eficaces” 
cuando el uso de la obra o prestación protegidas esté controlado por los titulares 
de los derechos mediante la aplicación de un control de acceso o un procedimiento 
de protección, por ejemplo, codificación, aleatorización u otra transformación de la 
obra o prestación o un mecanismo de control del copiado, que logre este objetivo de 
protección.

4.  No obstante la protección jurídica prevista en el apartado 1, en caso de que los 
titulares de los derechos no adopten medidas voluntarias, incluidos los acuerdos con 
otros interesados, los Estados miembros tomarán las medidas pertinentes para que 
los titulares de los derechos faciliten al beneficiario de una excepción o limitación 
establecida por el Derecho nacional de conformidad con las letras a), c), d) y e) del 
apartado 2 del artículo 5 o con las letras a), b) y e) del apartado 3 del mismo artículo, 
los medios adecuados para disfrutar de dicha excepción o limitación, en la medida 
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necesaria para ese disfrute, siempre y cuando dicho beneficiario tenga legalmente 
acceso a la obra o prestación protegidas.

Un Estado miembro podrá adoptar asimismo tales medidas respecto del beneficiario 
de una excepción o limitación establecida en virtud de la letra b) del apartado 2 del 
artículo 5, a menos que los titulares de los derechos hayan hecho ya posible la repro-
ducción para uso privado en la medida necesaria para el disfrute de la excepción o li-
mitación contemplada y de conformidad con lo dispuesto en la letra b) del apartado 2 
del artículo 5 y en el apartado 5 del mismo artículo, sin impedir a los titulares de los 
derechos la adopción de medidas adecuadas respecto del número de reproducciones 
de conformidad con tales disposiciones.

[…]»

Normativa nacional

8 La normativa aplicable se encuentra recogida en el Real Decreto Legislativo 1/1996, 
de 12 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Propiedad Inte-
lectual (en lo sucesivo, «TRLPI»). Dicho Real Decreto Legislativo fue modificado, en 
el marco de la adaptación del Derecho interno a la Directiva 2001/29, mediante la Ley 
23/2006, de 7 de julio, por la que se modifica el Texto Refundido de la Ley de Propie-
dad Intelectual, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril (BOE 
no 162, de 8 de julio de 2006, p. 25561).
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9 El artículo 17 del TRLPI, titulado «Derecho exclusivo de explotación y sus modalida-
des», tiene el siguiente tenor:

«Corresponde al autor el ejercicio exclusivo de los derechos de explotación de su obra 
en cualquier forma y, en especial, los derechos de reproducción […], [reproducción] 
que no [podrá] ser [realizada] sin su autorización, salvo en los casos previstos en la 
presente Ley.»

10 Bajo la rúbrica «Reproducción», el artículo 18 del TRLPI establece:

«Se entiende por reproducción la fijación directa o indirecta, provisional o perma-
nente, por cualquier medio y en cualquier forma, de toda la obra o de parte de ella, 
que permita su comunicación o la obtención de copias.»

11 A tenor del artículo 31, apartado 2, del TRLPI:

«No necesita autorización del autor la reproducción, en cualquier soporte, de obras 
ya divulgadas cuando se lleve a cabo por una persona f ísica para su uso privado a 
partir de obras a las que haya accedido legalmente y la copia obtenida no sea objeto 
de una utilización colectiva ni lucrativa, sin perjuicio de la compensación equitativa 
prevista en el artículo 25 […]»
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12 El artículo 25 del TRLPI, titulado «Compensación equitativa por copia privada», dis-
pone en sus apartados 1, 2 y 4:

«1.  La reproducción realizada exclusivamente para uso privado, mediante aparatos 
o instrumentos técnicos no tipográficos, de obras divulgadas en forma de libros o 
publicaciones que a estos efectos se asimilen reglamentariamente, así como de fono-
gramas, videogramas o de otros soportes sonoros, visuales o audiovisuales, originará 
una compensación equitativa y única por cada una de las tres modalidades de repro-
ducción mencionadas, en favor de las personas que se expresan en el párrafo b del 
apartado 4, dirigida a compensar los derechos de propiedad intelectual que se dejaran 
de percibir por razón de la expresada reproducción. […]

2.  Esa compensación se determinará para cada modalidad en función de los equipos, 
aparatos y soportes materiales idóneos para realizar dicha reproducción, fabricados 
en territorio español o adquiridos fuera de éste para su distribución comercial o uti-
lización dentro de dicho territorio.

[…]

4.  En relación con la obligación legal a que se refiere el apartado 1, serán:

a.	 Deudores: Los fabricantes en España, en tanto actúen como distribuidores co-
merciales, así como los adquirentes fuera del territorio español, para su distri-
bución comercial o utilización dentro de éste, de equipos, aparatos y soportes 
materiales previstos en el apartado 2.
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	 Los distribuidores, mayoristas y minoristas, sucesivos adquirentes de los mencio-
nados equipos, aparatos y soportes materiales, responderán del pago de la com-
pensación solidariamente con los deudores que se los hubieran suministrado, 
salvo que acrediten haber satisfecho efectivamente a éstos la compensación y sin 
perjuicio de lo que se dispone en los apartados 14, 15 y 20.

b.	 Acreedores: Los autores de las obras explotadas públicamente en alguna de las 
formas mencionadas en el apartado 1, juntamente en sus respectivos casos y mo-
dalidades de reproducción, con los editores, los productores de fonogramas y vi-
deogramas y los artistas intérpretes o ejecutantes cuyas actuaciones hayan sido 
fijadas en dichos fonogramas y videogramas.»

13 El artículo 25, apartado 6, del TRLPI expone el procedimiento de aprobación del im-
porte de la compensación que deberá satisfacer cada deudor en relación con los equi-
pos, aparatos y soportes materiales de reproducción digital, procedimiento en el que 
intervienen el Ministerio de Cultura, el Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, 
las entidades de gestión de derechos de propiedad intelectual, las asociaciones secto-
riales que representen mayoritariamente a los deudores, el Consejo de Consumidores 
y Usuarios y el Ministerio de Economía y Hacienda.

14 El mismo apartado  6 dispone que «las partes negociadoras dentro del proceso de 
negociación y, en todo caso, los Ministerios de Cultura y de Industria, Turismo y 
Comercio, a los efectos de aprobación de la orden conjunta a que se refiere la regla 
anterior, deberán tener en cuenta, entre otros, los siguientes criterios:

a.	 El perjuicio efectivamente causado a los titulares de derechos por las reproduc-
ciones a que se refiere el apartado 1, teniendo en cuenta que si el perjuicio causa-
do al titular es mínimo no podrá dar origen a una obligación de pago.



SENTENCIA DE 21.10.2010 — ASUNTO C-467/08

I  -  10112

b.	 El grado de uso de dichos equipos, aparatos o soportes materiales para la realiza-
ción de las reproducciones a que se refiere el apartado 1.

c.	 La capacidad de almacenamiento de los equipos, aparatos y soportes materiales.

d.	 La calidad de las reproducciones.

e.	 La disponibilidad, grado de aplicación y efectividad de las medidas tecnológicas a 
que se refiere el artículo 161.

f.	 El tiempo de conservación de las reproducciones.

g.	 Los importes correspondientes de la compensación aplicables a los distintos tipos 
de equipos y aparatos deberán ser proporcionados económicamente respecto del 
precio medio final al público de los mismos».

15 El apartado 12 del artículo 25 del TRLPI está dedicado a las personas en quienes recae 
la obligación de pagar la compensación, estableciendo lo siguiente:

«La obligación de pago de la compensación nacerá en los siguientes supuestos:

a.	 Para los fabricantes en tanto actúen como distribuidores y para los adquirentes de 
equipos, aparatos y soportes materiales fuera del territorio español con destino 
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a su distribución comercial en éste, en el momento en que se produzca por parte 
del deudor la transmisión de la propiedad o, en su caso, la cesión del uso o disfru-
te de cualquiera de aquéllos.

b.	 Para los adquirentes de equipos, aparatos y soportes materiales fuera del territo-
rio español con destino a su utilización dentro de dicho territorio, desde el mo-
mento de su adquisición.»

Litigio principal y cuestiones prejudiciales

16 La SGAE es una de las entidades encargadas de la gestión colectiva de los derechos de 
propiedad intelectual en España.

17 Padawan comercializa CD-R, CD-RW, DVD-R y aparatos de MP3. La SGAE reclamó 
a Padawan el pago del «canon por copia privada» previsto en el artículo 25 del TRLPI, 
correspondiente a los ejercicios 2002 a 2004. Padawan se opuso al pago, alegando que 
la aplicación del canon a dichos soportes digitales sin distinción y con independen-
cia de la función a que éstos se destinen (uso privado u otra actividad profesional o 
comercial) es contraria a la Directiva 2001/29. Mediante sentencia de 14 de junio de 
2007, el Juzgado de lo Mercantil no 4 de Barcelona estimó plenamente la reclamación 
de la SGAE y condenó a Padawan al pago de una cantidad de 16.759,25 euros, más los 
correspondientes intereses legales.
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18 Padawan interpuso contra dicha sentencia recurso de apelación ante el órgano juris-
diccional remitente.

19 Tras consultar a las partes y al Ministerio Fiscal sobre la oportunidad de presentar 
una petición de decisión prejudicial, la Audiencia Provincial de Barcelona resolvió 
suspender el procedimiento y plantear al Tribunal de Justicia las siguientes cuestiones 
prejudiciales:

«1)	 Si el concepto de “compensación equitativa” previsto en el art. 5.2.b) de la Di-
rectiva 2001/29/CE implica o no una armonización, con independencia de la 
facultad reconocida a los Estados miembros de escoger los sistemas de retribu-
ción que estimen pertinentes para hacer efectivo el derecho a una “compensa-
ción equitativa” de los titulares de los derechos de propiedad intelectual afec-
tados por el establecimiento de la excepción de copia privada al derecho de 
reproducción.

2)	 Si cualquiera que sea el sistema empleado por cada Estado miembro para deter-
minar la compensación equitativa, éste debe respetar un justo equilibrio entre 
los afectados, por una parte los titulares de derechos de propiedad intelectual 
afectados por la excepción de copia privada, acreedores de dicha compensa-
ción, y, por otra, los obligados directa o indirectamente al pago; y si este equili-
brio viene determinado por la justificación de la compensación equitativa, que 
es paliar el perjuicio derivado de la excepción de copia privada.

3)	 Si en los casos en que un Estado miembro opta por un sistema de gravamen o 
canon sobre los equipos, aparatos y materiales de reproducción digital, este gra-
vamen (la compensación equitativa por copia privada) debe ir necesariamente 
ligado, de acuerdo con la finalidad perseguida con el art. 5.2.b) de la Directiva 
2001/29/CE y el contexto de esta norma, al presumible uso de aquellos equipos y 
materiales para realizar reproducciones beneficiadas por la excepción de copia 
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privada, de tal modo que la aplicación del gravamen estaría justificada cuando 
presumiblemente los equipos, aparatos y materiales de reproducción digital va-
yan a ser destinados a realizar copia privada, y no lo estarían en caso contrario.

4)	 Si, caso de optar un Estado miembro por un sistema de “canon” por copia pri-
vada, es conforme al concepto de “compensación equitativa” la aplicación indis-
criminada del referido “canon” a empresas y profesionales que claramente ad-
quieren los aparatos y soportes de reproducción digital para finalidades ajenas 
a la copia privada.

5)	 Si el sistema adoptado por el Estado español de aplicar el canon por copia priva-
da a todos los equipos, aparatos y materiales de reproducción digital de forma 
indiscriminada podría contrariar la Directiva 2001/29/CE, por cuanto dejaría 
de existir una adecuada correspondencia entre la compensación equitativa y la 
limitación del derecho [de reproducción] por copia privada que la justifica, al 
aplicarse en gran medida a supuestos distintos en los que no existe la limitación 
de derechos que justifica la compensación económica.»

Sobre las cuestiones prejudiciales

Admisibilidad

20 En primer lugar, el Centro Español de Derechos Reprográficos y el Gobierno español 
alegan, en esencia, que la petición de decisión prejudicial carece de pertinencia a 
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efectos de la resolución del litigio principal, en la medida en que la Directiva 2001/29 
no es aplicable a éste ratione temporis. En su opinión, resultan de aplicación al litigio 
las disposiciones nacionales anteriores a la entrada en vigor de aquellas que adaptaron 
el Derecho nacional a la Directiva. Por consiguiente, consideran que la interpretación 
del concepto de «compensación equitativa» que figura en el artículo 5, apartado 2, 
letra b), de dicha Directiva no es necesaria para la resolución del litigio.

21 A este respecto, ha de recordarse que, en el marco de la cooperación entre el Tribunal 
de Justicia y los órganos jurisdiccionales de los Estados miembros prevista en el ar-
tículo 267 TFUE, corresponde exclusivamente a los órganos jurisdiccionales nacio-
nales, que conocen del litigio y que han de asumir la responsabilidad de la decisión 
jurisdiccional que debe adoptarse, apreciar, a la luz de las particularidades de cada 
asunto, tanto la necesidad de una decisión prejudicial para poder dictar sentencia 
como la pertinencia de las cuestiones que plantean al Tribunal de Justicia. Por tanto, 
cuando las cuestiones planteadas versan sobre la interpretación de una disposición 
de Derecho de la Unión, en principio el Tribunal de Justicia está obligado a pronun-
ciarse (véanse, entre otras, las sentencias de 13 de marzo de 2001, PreussenElektra, 
C-379/98, Rec. p.  I-2099, apartado  38; de 22  de  mayo de 2003, Korhonen y otros, 
C-18/01, Rec. p. I-5321, apartado 19, y de 23 de abril de 2009, VTB-VAB y Galatea, 
C-261/07 y C-299/07, Rec. p. I-2949, apartado 32).

22 En cambio, no corresponde al Tribunal de Justicia, en el marco de una remisión preju-
dicial, pronunciarse sobre la interpretación de las disposiciones nacionales ni apreciar 
si es correcta la interpretación que el órgano jurisdiccional remitente efectúa de éstas. 
En efecto, incumbe al Tribunal de Justicia, en el marco del reparto de competencias 
entre los órganos jurisdiccionales de la Unión y nacionales, tener en cuenta el contex-
to fáctico y normativo en el que se insertan las cuestiones prejudiciales, tal como lo 
define la resolución de remisión (sentencias de 29 de abril de 2004, Orfanopoulos y 
Oliveri, C-482/01 y C-493/01, Rec. p. I-5257, apartado 42; de 4 de diciembre de 2008, 
Jobra, C-330/07, Rec. p. I-9099, apartado 17, y de 23 de abril de 2009, Angelidaki y 
otros, C-378/07 a C-380/07, Rec. p. I-3071, apartado 48).
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23 En relación con la petición de decisión prejudicial que nos ocupa, procede señalar, 
por un lado, que se refiere a la interpretación de una disposición de Derecho de la 
Unión, concretamente el artículo 5, apartado 2, letra b), de la Directiva 2001/29, lo 
cual está incluido en el ámbito competencial del Tribunal de Justicia en el marco de 
tal petición, y además, que no está excluido en modo alguno, habida cuenta del pe-
ríodo por el que se reclama el gravamen controvertido en el litigio principal y la expi-
ración del plazo de adaptación del Derecho interno, fijada a fecha 22 de diciembre de 
2002 por el artículo 13, apartado 1, párrafo primero, de la Directiva 2001/29, que el 
órgano jurisdiccional remitente tenga que extraer consecuencias de la interpretación 
que ha solicitado, en particular debido a su obligación de interpretación conforme del 
Derecho nacional a la luz del Derecho de la Unión (sentencia de 13 de noviembre de 
1990, Marleasing, C-106/89, Rec. p. I-4135, apartado 8).

24 Por otro lado, la determinación de la legislación nacional aplicable ratione temporis 
constituye una cuestión de interpretación del Derecho nacional que, por lo tanto, no 
está incluida en el ámbito competencial del Tribunal de Justicia en el marco de una 
petición de decisión prejudicial.

25 De ello se deduce que procede desestimar la primera excepción de inadmisibilidad.

26 En segundo lugar, la SGAE sostiene que las cuestiones planteadas por el órgano juris-
diccional remitente son inadmisibles en la medida en que se refieren a situaciones de 
Derecho interno no armonizadas por la Directiva 2001/29. En su opinión, las cuestio-
nes planteadas giran esencialmente en torno a aspectos que son competencia de los 
Estados miembros. Afirma que, en el ámbito de una remisión prejudicial, el Tribunal 
de Justicia no es competente para interpretar y aplicar el Derecho nacional.

27 No obstante, ha de recordarse que el problema de si las cuestiones planteadas por el 
órgano jurisdiccional nacional versan sobre una materia ajena al Derecho de la Unión, 
debido a que la Directiva 2001/29 sólo prevea una armonización mínima en la mate-
ria, pertenece al fondo de las cuestiones planteadas por dicho órgano jurisdiccional 
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y no a la admisibilidad de éstas (véase la sentencia de 11 de abril de 2000, Deliège, 
C-51/96 y C-191/97, Rec. p. I-2549, apartado 28). Por consiguiente, la objeción que 
plantea la SGAE, basada en la inaplicabilidad de la citada Directiva al litigio principal, 
no afecta a la admisibilidad del asunto, sino que se refiere al fondo de dichas cues-
tiones (véase, en este sentido, la sentencia de 13 de julio de 2006, Manfredi y otros, 
C-295/04 a C-298/04, Rec. p. I-6619, apartado 30).

28 Dado que procede desestimar la segunda excepción de inadmisibilidad, del conjunto 
de las anteriores consideraciones se desprende que procede declarar admisible la pe-
tición de decisión prejudicial.

Fondo del asunto

Primera cuestión

29 Mediante su primera cuestión, el órgano jurisdiccional remitente interesa saber, en 
esencia, si el concepto de «compensación equitativa», en el sentido del artículo  5, 
apartado 2, letra b), de la Directiva 2001/29, constituye un concepto autónomo de 
Derecho de la Unión que debe interpretarse de manera uniforme en todos los Estados 
miembros, con independencia de la facultad reconocida a éstos para determinar las 
modalidades de aplicación del derecho a dicha compensación.

30 Ha de recordarse que, a tenor del artículo  5, apartado  2, letra  b), de la Directiva 
2001/29, los Estados miembros que decidan establecer en su Derecho interno la ex-
cepción de copia para uso privado están obligados a regular el abono de una «com-
pensación equitativa» a favor de los titulares de los derechos.
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31 Debe señalarse, de entrada, que ni el citado artículo 5, apartado 2, letra b), ni ninguna 
otra disposición de la Directiva 2001/29 se remiten al Derecho nacional de los Esta-
dos miembros en relación con el concepto de «compensación equitativa».

32 Dadas las circunstancias, según jurisprudencia reiterada del Tribunal de Justicia, se 
desprende de las exigencias tanto de la aplicación uniforme del Derecho de la Unión 
como del principio de igualdad que el tenor de una disposición de Derecho de la 
Unión que no contenga una remisión expresa al Derecho de los Estados miembros 
para determinar su sentido y su alcance normalmente debe ser objeto en toda la 
Unión Europea de una interpretación autónoma y uniforme que debe buscarse te-
niendo en cuenta el contexto de dicha disposición y el objetivo que la normativa de 
que se trate pretende alcanzar (véanse, entre otras, las sentencias de 18 de enero de 
1984, Ekro, 327/82, Rec. p. 107, apartado 11; de 19 de septiembre de 2000, Linster, 
C-287/98, Rec. p.  I-6917, apartado  43, y de 2  de  abril de 2009, A, C-523/07, Rec. 
p. I-2805, apartado 34).

33 De dicha jurisprudencia se desprende que el concepto de «compensación equitativa», 
que figura en un precepto de una directiva que no efectúa ninguna remisión a los De-
rechos nacionales, debe considerarse un concepto autónomo de Derecho de la Unión 
y ha de interpretarse de manera uniforme en el territorio de ésta [véase por analogía, 
en relación con el concepto de «remuneración equitativa» que figura en el artículo 8, 
apartado 2, de la Directiva 92/100/CEE del Consejo, de 19 de noviembre de 1992, 
sobre derechos de alquiler y préstamo y otros derechos afines a los derechos de autor 
en el ámbito de la propiedad intelectual (DO L 346, p. 61), la sentencia de 6 de febrero 
de 2003, SENA, C-245/00, Rec. p. I-1251, apartado 24].

34 Dicha conclusión se ve confirmada por el objetivo de la normativa en la que figura el 
concepto de compensación equitativa.
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35 En efecto, la finalidad de la Directiva 2001/29, que está basada, en particular, en el 
artículo 95 CE y tiene por objeto armonizar determinados aspectos de los derechos 
de autor y de los derechos afines a los derechos de autor en la sociedad de la infor-
mación, así como impedir las distorsiones de la competencia en el mercado inte-
rior resultantes de la diversidad de normativas de los Estados miembros (sentencia 
de 12  de  septiembre de 2006, Laserdisken, C-479/04, Rec. p.  I-8089, apartados  26 
y 31 a 34), implica el desarrollo de conceptos autónomos de Derecho de la Unión. 
La voluntad del legislador de la Unión de lograr una interpretación lo más unifor-
me posible de la Directiva 2001/29 se refleja, en particular, en el trigésimo segundo 
considerando de ésta, que insta a los Estados miembros a aplicar con coherencia las 
excepciones y limitaciones a los derechos de reproducción, con el fin de garantizar el 
buen funcionamiento del mercado interior.

36 Por consiguiente, si bien los Estados miembros pueden, en virtud del artículo 5, apar-
tado 2, letra b), de la Directiva 2001/29, decidir con carácter facultativo acerca del 
establecimiento de una excepción de copia privada al derecho exclusivo de reproduc-
ción del autor, consagrado por el Derecho de la Unión, aquellos que utilicen dicha fa-
cultad deben regular el abono de una compensación equitativa a favor de los autores 
perjudicados por la aplicación de dicha excepción. Ahora bien, una interpretación 
según la cual los Estados miembros que han establecido tal excepción idéntica, pre-
vista por el Derecho de la Unión y que incluye como elemento esencial, a tenor de los 
considerandos trigésimo quinto y trigésimo octavo de dicha Directiva, el concepto de 
«compensación equitativa», tienen libertad para precisar los parámetros de forma in-
coherente y no armonizada, susceptible de variar de un Estado miembro a otro, sería 
contraria al objetivo de dicha Directiva, indicado en el apartado anterior.

37 Habida cuenta de las anteriores consideraciones, procede responder a la primera 
cuestión que el concepto de «compensación equitativa», en el sentido del artículo 5, 
apartado 2, letra b), de la Directiva 2001/29, es un concepto autónomo de Derecho 
de la Unión, que debe interpretarse de manera uniforme en todos los Estados miem-
bros que hayan establecido una excepción de copia privada, con independencia de la 
facultad reconocida a éstos para determinar, dentro de los límites impuestos por el 
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Derecho de la Unión y, en particular, por la propia Directiva, la forma, las modalida-
des de financiación y de percepción y la cuantía de dicha compensación equitativa.

Segunda cuestión

38 Mediante su segunda cuestión, el órgano jurisdiccional remitente interesa saber, en 
esencia, si el «justo equilibrio» que ha de respetarse entre los afectados implica que la 
compensación equitativa deba calcularse sobre la base del criterio del perjuicio cau-
sado a los autores como consecuencia del establecimiento de la excepción de copia 
privada. Asimismo, se plantea quiénes son, además de los autores perjudicados, las 
personas afectadas entre quienes ha de respetarse ese «justo equilibrio».

39 En primer lugar, en relación con la relevancia del criterio del perjuicio sufrido por 
el autor a efectos del cálculo de la compensación equitativa, de los considerandos 
trigésimo quinto y trigésimo octavo de la Directiva 2001/29 se desprende que dicha 
compensación equitativa tiene por objeto recompensar a los autores «adecuadamen-
te» por el uso que, sin su autorización, se haya hecho de sus obras protegidas. Para 
determinar la cuantía de dicha compensación, debe tenerse en cuenta, como «criterio 
útil», el «posible daño» que el acto de reproducción en cuestión haya causado al autor, 
teniendo en cuenta, no obstante, que un «perjuicio […] mínimo» puede no dar ori-
gen a una obligación de pago. Por lo tanto, la excepción de copia privada debe poder 
implicar un sistema «para compensar a los titulares de los derechos por los perjuicios 
sufridos».

40 De dichas disposiciones se desprende que el concepto y la cuantía de la compensa-
ción equitativa están vinculados al perjuicio causado al autor mediante la reproduc-
ción para uso privado, no autorizada, de su obra protegida. Desde esta perspectiva, 
la compensación equitativa debe considerarse la contrapartida del perjuicio sufrido 
por el autor.
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41 Además, los términos «recompensarles» y «compensar» que figuran en los consi-
derandos trigésimo quinto y trigésimo octavo de la Directiva 2001/29 reflejan la vo-
luntad del legislador de la Unión de establecer un determinado sistema de compen-
sación, cuya aplicación se origina por la existencia, en detrimento de los titulares de 
derechos, de un perjuicio que genera, en principio, la obligación de «recompensar-
les» o «compensarles».

42 De ello se deduce que la compensación equitativa debe calcularse necesariamente so-
bre la base del criterio del perjuicio causado a los autores de obras protegidas debido 
al establecimiento de la excepción de copia privada.

43 En segundo lugar, en lo relativo a las personas afectadas por el «justo equilibrio», el 
trigésimo primer considerando de la Directiva 2001/29 prevé que se mantenga un 
«justo equilibrio» entre los derechos e intereses de los autores, beneficiarios de la 
compensación equitativa, por un lado, y los de los usuarios de prestaciones protegi-
das, por otro.

44 Pues bien, la realización de una copia por una persona f ísica que actúa a título par-
ticular debe considerarse un acto que puede generar un perjuicio para el autor de la 
obra en cuestión.

45 Por consiguiente, quien causa el perjuicio al titular exclusivo del derecho de repro-
ducción es la persona que realiza, para su uso privado, una reproducción de una obra 
protegida sin solicitar la autorización previa del titular. Así pues, incumbe en princi-
pio a dicha persona reparar el perjuicio derivado de tal reproducción, financiando la 
compensación que se abonará al titular.
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46 Partiendo de lo anterior, habida cuenta de las dificultades prácticas para identificar a 
los usuarios privados y obligarles a indemnizar a los titulares de los derechos por el 
perjuicio que les causan y atendiendo al hecho de que el perjuicio que puede derivarse 
de cada utilización privada, considerada individualmente, puede resultar mínimo y, 
por lo tanto, no dar origen a una obligación de pago, como indica la última frase del 
trigésimo quinto considerando de la Directiva 2001/29, los Estados miembros tienen 
la facultad de establecer, al objeto de financiar la compensación equitativa, un «canon 
por copia privada» que no grava a las personas privadas afectadas, sino a quienes 
disponen de equipos, aparatos y soportes de reproducción digital y, a este título, de 
derecho o de hecho, ponen dichos equipos a disposición de personas privadas o les 
prestan un servicio de reproducción. En el marco de dicho sistema, son las personas 
que disponen de dichos equipos quienes han de abonar el canon por copia privada.

47 Ciertamente, en un sistema de este tipo, no son los usuarios de prestaciones protegi-
das quienes figuran como deudores a efectos de la financiación de la compensación 
equitativa, contrariamente a lo que parece exigir el trigésimo primer considerando de 
la Directiva 2001/29.

48 No obstante, ha de señalarse que, por un lado, la actividad de los deudores de dicha 
financiación, a saber la puesta a disposición de equipos, aparatos y soportes de repro-
ducción a favor de usuarios privados o la prestación a éstos de un servicio de repro-
ducción, constituye la premisa fáctica necesaria para que las personas f ísicas puedan 
obtener copias privadas. Por otro lado, nada impide que dichos deudores repercutan 
el importe del canon por copia privada en el precio de puesta a disposición de los 
equipos, aparatos y soportes de reproducción o en el precio del servicio de reproduc-
ción prestado. De este modo, el usuario privado que abona dicho precio es quien so-
portará, en definitiva, la carga del canon. Dadas las circunstancias, el usuario privado 
a cuya disposición se ponen los equipos, aparatos y soportes de reproducción digital 
o que utiliza un servicio de reproducción ha de considerarse, en realidad, como el 
«deudor indirecto» de la compensación equitativa.
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49 Por consiguiente, dado que dicho sistema permite a los deudores repercutir el coste 
del canon sobre los usuarios privados y que, en consecuencia, estos últimos asumen 
la carga del canon por copia privada, procede considerarlo conforme con el «justo 
equilibrio» que ha de respetarse entre los intereses de los autores y los de los usuarios 
de prestaciones protegidas.

50 Habida cuenta de las anteriores consideraciones, procede responder a la segunda 
cuestión que el artículo 5, apartado 2, letra b), de la Directiva 2001/29 ha de interpre-
tarse en el sentido de que el «justo equilibrio» que debe respetarse entre los afectados 
implica que la compensación equitativa ha de calcularse necesariamente sobre la base 
del criterio del perjuicio causado a los autores de obras protegidas como consecuen-
cia del establecimiento de la excepción de copia privada. Se ajusta a los requisitos del 
«justo equilibrio» la previsión de que las personas que disponen de equipos, aparatos 
y soportes de reproducción digital y que, a este título, de derecho o de hecho, ponen 
esos equipos a disposición de usuarios privados o les prestan un servicio de repro-
ducción sean los deudores de la financiación de la compensación equitativa, en la 
medida en que dichas personas tienen la posibilidad de repercutir la carga real de tal 
financiación sobre los usuarios privados.

Cuestiones tercera y cuarta

51 Mediante sus cuestiones tercera y cuarta, que procede analizar conjuntamente, el 
órgano jurisdiccional remitente interesa saber, en esencia, si a tenor del artículo 5, 
apartado 2, letra b), de la Directiva 2001/29 existe una necesaria vinculación entre la 
aplicación del canon destinado a financiar la compensación equitativa en relación con 
los equipos, aparatos y soportes de reproducción digital y el presumible uso de éstos 
para realizar reproducciones privadas. Asimismo, plantea si la aplicación indiscrimi-
nada del canon por copia privada, en particular en relación con los equipos, aparatos 
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y soportes de reproducción digital manifiestamente reservados a usos distintos a la 
realización de copias privadas, es conforme con la Directiva 2001/29.

52 Ha de señalarse, de entrada, que un sistema de financiación de la compensación equi-
tativa como el expuesto en los apartados 46 y 48 de la presente sentencia sólo es com-
patible con los requisitos del «justo equilibrio» en caso de que los equipos, aparatos y 
soportes de reproducción en cuestión puedan utilizarse para realizar copias privadas 
y, por consiguiente, puedan causar un perjuicio a los autores de obras protegidas. Así 
pues, en atención a dichos requisitos, existe una necesaria vinculación entre la aplica-
ción del canon por copia privada en relación con los equipos, aparatos y soportes de 
reproducción digital y la utilización de éstos para realizar reproducciones privadas.

53 Por consiguiente, la aplicación indiscriminada del canon por copia privada en rela-
ción con todo tipo de equipos, aparatos y soportes de reproducción digital, incluido 
el supuesto, citado explícitamente por el órgano jurisdiccional remitente, de que éstos 
sean adquiridos por personas distintas de las personas f ísicas para fines manifiesta-
mente ajenos a la copia privada, no resulta conforme con el artículo 5, apartado 2, de 
la Directiva 2001/29.

54 En cambio, una vez que los equipos en cuestión se han puesto a disposición de per-
sonas f ísicas para fines privados, no es necesario verificar en modo alguno que éstas 
hayan realizado efectivamente copias privadas mediante aquéllos ni que, por lo tanto, 
hayan causado efectivamente un perjuicio a los autores de obras protegidas.

55 En efecto, se presume legítimamente que dichas personas f ísicas se benefician ínte-
gramente de tal puesta a disposición, es decir, se supone que explotan plenamente las 
funciones de que están dotados los equipos, incluida la de reproducción.
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56 De ello se desprende que la mera capacidad de dichos equipos o aparatos para reali-
zar copias basta para justificar la aplicación del canon por copia privada, siempre y 
cuando dichos equipos o aparatos se hayan puesto a disposición de personas f ísicas 
en condición de usuarios privados.

57 Esta interpretación se ve confirmada por el tenor del trigésimo quinto considerando 
de la Directiva 2001/29. Éste menciona, como criterio útil para determinar la cuantía 
de la compensación equitativa, no simplemente el «daño» como tal, sino el «posible» 
daño. El carácter potencial del perjuicio causado a los autores de obras protegidas re-
side en la realización del requisito previo necesario, consistente en la puesta a disposi-
ción de una persona f ísica de equipos o aparatos que permitan efectuar copias, lo cual 
no tiene que dar lugar necesariamente a la realización efectiva de copias privadas.

58 Además, el Tribunal de Justicia ya ha declarado anteriormente que, desde el punto de 
vista del derecho de autor, ha de tenerse en cuenta la mera posibilidad para el usuario 
final, en aquel asunto los clientes de un hotel, de visionar las obras radiodifundidas 
por medio de televisores y de una señal de televisión puesta a su disposición por el 
hotel, y no el acceso efectivo de los clientes a las obras (sentencia de 7 de diciembre de 
2006, SGAE, C-306/05, Rec. p. I-11519, apartados 43 y 44).

59 Habida cuenta de las anteriores consideraciones, procede responder a las cuestiones 
tercera y cuarta que el artículo 5, apartado 2, letra b), de la Directiva 2001/29 debe 
interpretarse en el sentido de que es necesaria una vinculación entre la aplicación del 
canon destinado a financiar la compensación equitativa en relación con los equipos, 
aparatos y soportes de reproducción digital y el presumible uso de éstos para realizar 
reproducciones privadas. En consecuencia, la aplicación indiscriminada del canon 
por copia privada, en particular en relación con equipos, aparatos y soportes de re-
producción digital que no se hayan puesto a disposición de usuarios privados y que 
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estén manifiestamente reservados a usos distintos a la realización de copias privadas, 
no resulta conforme con la Directiva 2001/29.

Quinta cuestión

60 Mediante su quinta cuestión, el órgano jurisdiccional remitente interesa saber, en 
esencia, si el sistema adoptado por el Reino de España, consistente en aplicar de for-
ma indiscriminada el canon por copia privada a todo tipo de equipos, aparatos y 
materiales de reproducción digital, con independencia del uso que se haga de ellos, es 
conforme con la Directiva 2001/29.

61 A este respecto, es jurisprudencia reiterada que, fuera del recurso por incumplimien-
to, no corresponde al Tribunal de Justicia decidir sobre la compatibilidad de una dis-
posición nacional con el Derecho de la Unión. Ello es competencia de los órganos 
jurisdiccionales nacionales, después de obtener en su caso del Tribunal de Justicia, 
por vía de remisión prejudicial, las precisiones necesarias sobre el alcance y la in-
terpretación de ese Derecho (véase la sentencia de 22 de marzo de 1990, Triveneta 
Zuccheri y otros/Comisión, C-347/87, Rec. p. I-1083, apartado 16).

62 Por lo tanto, corresponde al órgano jurisdiccional remitente apreciar, a la vista de las 
respuestas facilitadas respecto de las cuatro primeras cuestiones, la compatibilidad 
del sistema español del canon por copia privada con la Directiva 2001/29.

63 Por consiguiente, no ha lugar a que el Tribunal de Justicia responda a la quinta 
cuestión.
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Costas

64 Dado que el procedimiento tiene, para las partes del litigio principal, el carácter de 
un incidente promovido ante el órgano jurisdiccional nacional, corresponde a éste re-
solver sobre las costas. Los gastos efectuados por quienes, no siendo partes del litigio 
principal, han presentado observaciones ante el Tribunal de Justicia no pueden ser 
objeto de reembolso.

En virtud de todo lo expuesto, el Tribunal de Justicia (Sala Tercera) declara:

1)	 El concepto de «compensación equitativa», en el sentido del artículo 5, apar-
tado 2, letra b), de la Directiva 2001/29/CE del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 22 de mayo de 2001, relativa a la armonización de determinados 
aspectos de los derechos de autor y derechos afines a los derechos de autor 
en la sociedad de la información, es un concepto autónomo de Derecho de 
la Unión, que debe interpretarse de manera uniforme en todos los Estados 
miembros que hayan establecido una excepción de copia privada, con inde-
pendencia de la facultad reconocida a éstos para determinar, dentro de los 
límites impuestos por el Derecho de la Unión y, en particular, por la pro-
pia Directiva, la forma, las modalidades de financiación y de percepción y la 
cuantía de dicha compensación equitativa.

2)	 El artículo 5, apartado 2, letra b), de la Directiva 2001/29 ha de interpretarse 
en el sentido de que el «justo equilibrio» que debe respetarse entre los afec-
tados implica que la compensación equitativa ha de calcularse necesaria-
mente sobre la base del criterio del perjuicio causado a los autores de obras 
protegidas como consecuencia del establecimiento de la excepción de copia 
privada. Se ajusta a los requisitos del «justo equilibrio» la previsión de que 
las personas que disponen de equipos, aparatos y soportes de reproducción 
digital y que, a este título, de derecho o de hecho, ponen esos equipos a dis-
posición de usuarios privados o les prestan un servicio de reproducción sean 
los deudores de la financiación de la compensación equitativa, en la medida 
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en que dichas personas tienen la posibilidad de repercutir la carga real de tal 
financiación sobre los usuarios privados.

3)	 El artículo 5, apartado 2, letra b), de la Directiva 2001/29 debe interpretar-
se en el sentido de que es necesaria una vinculación entre la aplicación del 
canon destinado a financiar la compensación equitativa en relación con los 
equipos, aparatos y soportes de reproducción digital y el presumible uso de 
éstos para realizar reproducciones privadas. En consecuencia, la aplicación 
indiscriminada del canon por copia privada, en particular en relación con 
equipos, aparatos y soportes de reproducción digital que no se hayan puesto 
a disposición de usuarios privados y que estén manifiestamente reservados a 
usos distintos a la realización de copias privadas, no resulta conforme con la 
Directiva 2001/29.

Firmas
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